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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

15936 Sala Primera. Sentencia 163/2001, de 11 de
julio de 2001. Recurso de amparo 108/98.
Promovido por don Valentín Barrio Cárcamo,
en calidad de tutor legal de su hermana inca-
paz doña Constantina, frente a los Autos de
la Audiencia Provincial de La Rioja y del Juz-
gado de Instrucción de Logroño que archi-
varon el juicio de faltas por el accidente de
tráfico en que había fallecido su esposo.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acción penal): falta de legi-
timación del cónyuge de un fallecido separado
de hecho para mantener la acusación por no
ser perjudicada ni ofendida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 108/98, promovido
por don Valentín Barrio Cárcamo, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Ana Barallat López
y asistido por el Letrado don Miguel Ángel Andrés Mar-
tínez, contra el Auto de 9 de diciembre de 1997 de
la Audiencia Provincial de La Rioja, desestimatorio del
recuso de apelación respecto al Auto del Juzgado de
Instrucción núm. 6 de Logroño, de 30 de julio de 1997,
que confirma en reforma el archivo de las actuaciones
en el juicio de faltas núm. 68/97. Han intervenido el
Ministerio Fiscal y don José María, don Eduardo, doña
María del Carmen, doña Ana María y doña Concepción
Martínez Pérez, representados por el Procurador de los
Tribunales don Manuel Infante Sánchez y defendidos
por el Letrado don Luis Javier Rodríguez Moroy, así como
don Miguel Bermejo Porres y «La Equitativa, S.A.», repre-
sentados ambos por el Procurador don Carlos Delabat
Fernández y defendido el primero por el Letrado don
José Manuel Zapatero Martínez y la segunda por el Letra-

do don Javier Bezanilla Sánchez. Ha sido Ponente el
Magistrado don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 7
de enero de 1998, la Procuradora de los Tribunales doña
Ana Barallat López, en nombre y representación de don
Valentín Barrio Cárcamo, quien interviene en calidad de
tutor legal de su hermana incapaz doña Constantina
Barrio Cárcamo, interpuso demanda de amparo contra
las resoluciones judiciales referidas en el encabeza-
miento.

2. Los hechos en los que se sustenta la demanda
son los siguientes:

a) El Juzgado de Instrucción núm. 6 de Logroño
incoó las diligencias previas núm. 788/96, por falle-
cimiento, a consecuencia de un accidente de tráfico,
de don Fernando Martínez Pérez, esposo de doña Cons-
tantina Barrio Cárcamo. Ofrecidas las correspondientes
acciones a don José María Martínez Pérez, hermano del
fallecido, éste manifestó que reclamaba e indicó al Juz-
gado la existencia de la esposa del fallecido, confiriendo
apoderamiento a favor de Procuradora y Letrado, al obje-
to de personarse en forma en el procedimiento. Por pro-
videncia de 13 de enero de 1997 se le tuvo por parte.

El 17 de enero de 1997, compareció don Valentín
Barrio Cárcamo ante el Juzgado de Belorado (lugar de
su residencia) y tras manifestar que es el defensor judicial
de su hermana Constantina y que se estaba tramitando
la incapacidad judicial de ésta, se le hizo expresamente
el ofrecimiento de acciones y quedó instruido en nombre
de su hermana. Realizado el ofrecimiento de acciones
al resto de hermanos del fallecido, en comparecencia
ante el Juzgado de Instrucción núm. 6 de Logroño, mani-
festaron que reclamaban y que deseaban personarse
en las actuaciones a fin de ejercitar las acciones corres-
pondientes, teniéndoles por comparecidos y parte el 25
de febrero de 1997.

b) El 5 de marzo de 1997 la compañía aseguradora
del vehículo causante del atropello consigna la cantidad
de 7 millones de pesetas y por escrito de 7 de marzo
de 1997 solicita que el órgano judicial decida sobre
la suficiencia o ampliación de la cantidad consignada.

Por Auto de 11 de marzo de 1997 se declararon
falta los hechos, tramitándose el juicio de faltas núm.
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68/97. El 12 de marzo de 1997, la Procuradora de
los hermanos del fallecido solicitó que se le hiciera entre-
ga de la cantidad consignada al corresponderle la misma
por ser sus representados los únicos perjudicados. A
tal fin, el 14 de marzo de 1997 el Juez de Instrucción
núm. 6 de Logroño requirió a la compañía aseguradora
el desglose de los conceptos por los que había procedido
a consignar la cantidad referida.

c) El día 18 de marzo de 1997, comparece ante
el Juzgado don Valentín Barrio Cárcamo quien presenta
los documentos que estima oportunos a fin de para acre-
ditar su legitimación para comparecer en el proceso,
exponiendo que su hermana, declarada incapaz, convive
con el compareciente desde hace treinta años.

El de 20 de marzo de 1997, la compañía aseguradora
declara que la consignación se realiza en virtud del bare-
mo de la Ley 30/1995 en atención a los familiares del
fallecido en el procedimiento y que reclaman por los
hechos. En particular, declara que entiende que éstos
son los hermanos del fallecido, pero solicita que el Juz-
gado determine quién es el beneficiario y a quién se
ha de efectuar el pago alegando que no es posible indem-
nizar a todo el que reclame, máxime cuando el baremo
legal es excluyente en cuanto a la aplicación de las situa-
ciones familiares y conyugales existentes en el momento
del fallecimiento: o existencia de cónyuge no separado
legalmente, o existencia solamente de hermanos con
convivencia con la víctima.

Por Auto de 26 de marzo de 1997, el Juez de Ins-
trucción declara que han de considerarse beneficiarios
de la indemnización, cuyo importe consignó la compañía
aseguradora, los hermanos del fallecido, quienes se
habían personado en el procedimiento aportando la
documentación que acreditaba que son los únicos per-
judicados por la muerte de don Fernando Martínez Pérez,
pues todos los hermanos, salvo uno de ellos, eran los
que convivían con él, excluyendo de la misma a doña
Constantina Barrio Cárcamo, al haber sido desheredada
expresamente en el testamento del fallecido y llevar más
de cuarenta años separada del mismo.

En fecha de 15 de mayo de 1997, don Valentín Barrio
Cárcamo solicita la devolución de las cantidades que
fueron entregadas a los hermanos del fallecido, consig-
nadas por la Compañía aseguradora del vehículo cau-
sante del accidente.

d) Citados a juicio oral todos los personados, el 13
de junio de 1997 la representación procesal de los her-
manos del fallecido renuncian al ejercicio de las acciones
penales y solicitan el archivo de las actuaciones.

El Juzgado, por Auto de 20 de junio de 1997, acordó
el archivo de las actuaciones en virtud de la renuncia
de los perjudicados por el fallecimiento de don Fernando
Martínez Pérez, de conformidad con lo dispuesto en
el art. 621 CP de 1995, en relación con la disposición
adicional tercera de la Ley Orgánica 10/1995.

e) Contra el Auto de archivo formuló el hoy quejoso
recurso de reforma y subsidiario de apelación, siendo
desestimado el primero por Auto de 30 de julio de 1997.
Declara el Juez, en dicho Auto, que los solos beneficiarios
de la indemnización por fallecimiento, al ser los únicos
perjudicados, han de ser los hermanos del fallecido. Con-
sidera que, aunque en un principio se reconoció el carác-
ter de perjudicada a la esposa del fallecido, conocidas
las circunstancias de la relación, se demostró que, si
bien no existió una separación judicialmente decretada,
existió una separación de hecho durante treinta a cua-
renta años, que ha de asimilarse a una separación legal.
No existía comunicación alguna entre los esposos, había
sido expresamente desheredada la mujer por el fallecido,
el cual lo decide en su último testamento, y no se expresa,
en ningún momento, cuál es el perjuicio que sufre la
reclamante por la muerte de don Fernando Martínez

Pérez, extremo que no se puso de manifiesto durante
las actuaciones.

Entiende el Juez que en ese sentido ha de interpre-
tarse el carácter de perjudicados/beneficiarios que otor-
ga el anexo de la Ley 30/1995 a los hermanos de la
víctima, con exclusión de doña Constantina Barrio por
asimilación a la separación legal a la de hecho durante
el largo período antes citado, y no acreditar ningún per-
juicio derivado del fallecimiento de don Fernando Mar-
tínez Pérez.

f) Admitido a trámite el recurso de apelación inter-
puesto de forma subsidiaria, el demandante de amparo
alegó nuevamente la condición de perjudicada de doña
Constantina Barrio para interesar la continuación del
juicio.

La Audiencia Provincial, por Auto de 9 de diciembre
de 1997, declara: «Aunque pudiera haberse admitido
la personación en la causa del representante de la
recurrente, esposa del fallecido, quien eventualmente
pudiera ostentar la condición de perjudicada, incluso en
este caso, los términos utilizados en los arts. 621 y 639
del CP son los de ofendido o persona agraviada, cuando
se refiere a los titulares del derecho a promover y renun-
ciar al ejercicio de la acción penal, únicos que pueden
impulsarlo, con la sola excepción de los casos en que
tal actividad pudiera desarrollarla el Ministerio Fiscal (el
presente sería uno de ellos). No obstante, en los estrictos
términos de estos preceptos del Código Penal, no puede
considerarse a la recurrente persona ofendida o agra-
viada, puesto que, como se ha puesto de manifiesto
en las diligencias, pese a la existencia del vínculo con-
yugal, la recurrente no convivió con el fallecido durante
los últimos treinta o cuarenta años; el hijo común del
matrimonio, permaneció con el padre y éste había otor-
gado testamento, desheredando a su esposa. Con estos
datos, debidamente ponderados en los Autos recurridos,
no puede atribuirse la condición de ofendida o agraviada
por la infracción penal a la recurrente, y consecuente-
mente procede la desestimación del recurso confirman-
do las resoluciones impugnadas».

3. En la demanda de amparo se denuncia la vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE).

Se aduce que el archivo del juicio de faltas resulta
improcedente por cuanto la demandante estaba perso-
nada en tiempo y forma legal como perjudicada, había
formulado denuncia expresa, había sido aceptada su per-
sonación y, en ningún momento, ha renunciado a dichas
acciones legales. A su entender, el Juzgado le negó de
forma arbitraria la condición de perjudicada, extremo
que, además de desconocer su anterior decisión favo-
rable a la esposa en el pleito civil sobre indignidad para
suceder, había sido reconocido en la resolución dictada
en el mismo procedimiento penal en el que se había
admitido su personación y que había adquirido firmeza,
pues no fue impugnada por las otras partes personadas
y, en consecuencia, no podía ser ya discutido por éstas
ni por el propio Juez hasta la Sentencia, tras la cele-
bración de la vista. En consecuencia, se le privó, median-
te el cierre anticipado del procedimiento penal, de efec-
tuar las alegaciones y presentar los medios de prueba
oportunos en defensa de su pretensión, que, en este
concreto procedimiento penal, el juicio de faltas, sólo
podía efectuar en la vista del juicio oral, pues la LECrim
no prevé ningún otro trámite. El archivo de las actua-
ciones responde, por otra parte, a una interpretación
de la Ley 30/1995 claramente perjudicial para la deman-
dante, al equiparar la separación de los cónyuges en
este supuesto a una separación legal, única que está
excluida expresamente en la referida Ley para poder ser
acreedor de la condición de perjudicado; tampoco dicha
exclusión es de carácter absoluto.
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Interesa de este Tribunal que dicte Sentencia que,
otorgando el amparo solicitado, declare la nulidad de
las resoluciones impugnadas por vulneración del
art. 24 CE, y ordene seguir el procedimiento por sus
normales cauces, con señalamiento de fecha para la cele-
bración del juicio de faltas, con citación de las partes
al mismo.

4. Por providencia de 18 de marzo de 1999, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal, acordó, a tenor de lo
dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder un plazo común
de diez días al Ministerio Fiscal y al solicitante del ampa-
ro, para que, dentro de dicho término, alegaren lo que
estimaren procedente en relación con la posible exis-
tencia del motivo de inadmisión previsto en el art. 50.1.c)
LOTC, consistente en la carencia manifiesta de contenido
constitucional de la demanda que justifique una decisión
por parte de este Tribunal.

5. Mediante escrito registrado el 6 de abril de 1999,
la representación procesal de la quejosa reitera en lo
sustancial los argumentos vertidos en su escrito de
demanda y añade que el Juzgado de Instrucción pasó
por alto otros pronunciamientos judiciales, como el del
Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Logroño, sobre
incapacidad para suceder por causa de indignidad al
hijo del fallecido y su esposa, la recurrente en amparo.
A mayor abundamiento, aporta con su escrito una Sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de Logro-
ño, en la que se estima la demanda formulada por la
actualmente quejosa en amparo impugnando la deshe-
redación efectuada por su esposo fallecido.

6. El Ministerio Fiscal interesó el 13 de abril de 1999
la inadmisión de la demanda, ya que, a su entender,
carece de contenido que justifique una decisión en forma
de Sentencia por parte del Tribunal Constitucional.

Para el Fiscal, la queja por indefensión no puede pros-
perar, pues la recurrente obtuvo una respuesta a sus
pretensiones, siendo oída con anterioridad al pronun-
ciamiento de las resoluciones que impugna. Dichas reso-
luciones satisfacen el derecho a la tutela judicial efectiva,
sin que supongan un obstáculo a tal derecho fundamen-
tal las declaraciones del mismo Juzgado en pleito sobre
indignidad para suceder del hijo, por referirse a objeto
procesal distinto. Carece de relevancia el que aún esté
pendiente el pleito sobre nulidad de testamento y des-
heredación, pues no es imprescindible la cualidad de
heredero para ser acreedor de una indemnización por
muerte. La Audiencia Provincial le niega tal beneficio,
no por ser heredera, sino por no ser perjudicada u ofen-
dida. Por último alega el Fiscal que la no celebración
del juicio de faltas puede, a lo sumo, constituir una irre-
gularidad procesal, pero no supuso una abstención de
pronunciamiento sobre el fondo de lo pedido: difícilmen-
te en la Sentencia se podría dar respuesta más amplia
a lo solicitado.

7. Por providencia de 29 de abril de 1999, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal acordó la admisión a trá-
mite de la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, requerir a los órganos judiciales que
dictaron las resoluciones impugnadas para que, en el
plazo de diez días, remitieren los testimonios de las actua-
ciones ante ellos practicadas; y emplazaren a quienes
fueron parte en el procedimiento, con excepción del
recurrente en amparo, ya personado, a fin de que pudie-
ren comparecer en este proceso constitucional.

8. Mediante escrito presentado el 26 de mayo
de 1999, el Procurador de los Tribunales, don Manuel
Infante Sánchez, en representación de don José María,
don Eduardo, doña María del Carmen, doña Ana María
y doña Concepción Martínez Pérez, se personó en el

recurso de amparo interesando que se les tuviere por
comparecidos.

En fecha de 29 de mayo de 1999, el Procurador
don Carlos Delabat Fernández se personó en nombre
y representación de don Miguel Bermejo Porres y de
«La Equitativa, S.A.».

9. Por providencia de 11 de octubre de 1999, la
Sala Primera tuvo por recibidos los testimonios de actua-
ciones remitidos por los órganos judiciales y por per-
sonados a todos los citados en el antecedente anterior
y, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
acordó dar vista de las actuaciones del presente recurso,
en la Secretaría de la Sala, por un plazo común de veinte
días, al Ministerio Fiscal, al solicitante del amparo y a
los Procuradores don Manuel Infante Sánchez y don Car-
los Delabat Fernández para que, dentro de dicho término,
pudieren presentar las alegaciones que a su derecho
convinieren.

10. El 12 de noviembre de 1999, el Procurador de
los Tribunales don Manuel Infante Sánchez, en la repre-
sentación que ostenta, presentó sus alegaciones en apo-
yo de la pretensión de desestimación de la demanda
de amparo.

Alega que no existió indefensión alguna para la
demandante de amparo imputable al Juzgado. Considera
que, aun cuando formalmente se recurre en amparo el
Auto de archivo del juicio de faltas, confirmado por las
resoluciones posteriormente dictadas por el mismo Juz-
gado y por la Audiencia, lo que realmente se impugna
es un Auto anterior al archivo de las actuaciones, dictado
por el Juzgado de Instrucción núm. 6 de Logroño, de 26
de marzo de 1997, que había devenido firme por la
propia inactividad del recurrente, que no lo impugnó a
pesar de habérsele notificado, y en el que ya se excluía
a doña Constantina Barrio Cárcamo como perjudicada,
por las razones que allí se exponían.

En consecuencia, el Auto de archivo de las actua-
ciones resulta ajustado a Derecho, por cuanto los únicos
perjudicados, según aquel Auto firme, habían renunciado
a las acciones que pudieren corresponderle y, de con-
formidad con el art. 621 CP, el archivo del procedimiento
resultaba obligado. No obstante lo anterior, la recurrente
además pudo reaccionar contra esta decisión alegando
lo que a su derecho convino, en los recursos de reforma
y apelación interpuestos contra la misma, y obtuvo una
respuesta fundada sobre el fondo de su pretensión de
los órganos judiciales por lo que, a su entender, no existe
la lesión denunciada.

11. El Procurador don Carlos Delabat Fernández,
actuando en representación de «La Equitativa, S.A.», en
su escrito presentado el 12 de noviembre de 1999, inte-
resa la desestimación del recurso de amparo. Aduce,
en esencia, que bajo la denunciada vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, subyace la discrepancia
de la demandante con la solución final que los órganos
judiciales han dado al asunto sometido a su decisión,
pero que en ningún caso se le ha privado de derecho
constitucional alguno. Considera acertada la decisión del
Juez instructor de no continuar la tramitación del juicio
de faltas en el que se solicitaba la imposición de una
pena para un particular, con el exclusivo fin de dilucidar
una cuestión de carácter civil, esto es la cualidad de
perjudicado. A su entender no resultaría adecuado inte-
resar la nulidad de un procedimiento penal en el que
el denunciado haya de soportar la «pena de banquillo»,
para que la recurrente vea satisfecho un problema de
índole civil. Estima que la personación en el procedi-
miento de la demandante y el hecho de que se le admi-
tiera como parte en el mismo no comporta necesaria-
mente su reconocimiento como perjudicada y que, en
todo caso, podía instar dicho reconocimiento en la vía
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civil, sin necesidad de ejercitar la acción penal con dicho
exclusivo fin. En definitiva, estima que las decisiones
del Juez de Instrucción y de la Audiencia Provincial resul-
tan ajustadas a Derecho, y la interpretación del contenido
de la Ley 30/1995 es razonada y razonable, la cual
no puede ser revisada en un recurso de amparo, que
no tiene tal finalidad, salvo que se pretenda convertirlo
en una tercera instancia.

12. El mismo Procurador presentó en igual fecha
escrito en nombre y representación de don Miguel Ber-
mejo Porres, oponiéndose a la estimación de la demanda
de amparo.

Alega que son plenamente ajustadas a Derecho las
resoluciones que la recurrente pretende sean anuladas
en esta vía de amparo y que, por otro lado, el razo-
namiento que en ellas se contiene se sustenta en datos
fácticos pacíficamente admitidos por las partes, incluida
la hoy quejosa. Aduce que el interés que guiaba a la
demandante era exclusivamente dinerario y, sin cues-
tionar la legitimidad de dichos intereses, estima que los
mismos no se ven truncados con la finalización del juicio
de faltas, pues puede defenderlos en la vía civil, única
vía que resulta procedente al no ser necesaria la con-
dición de ofendida o agraviada para ejercitar la acción.

Por lo anterior, y porque en ningún momento se le
privó durante la tramitación del procedimiento de efec-
tuar las alegaciones que estimó oportunas en defensa
de sus intereses, considera que no se vulneró el derecho
fundamental invocado por la demandante de amparo.

13. El Ministerio Fiscal, en su escrito registrado
el 15 de noviembre de 1999, interesa la desestimación
del recurso de amparo. Considera el Ministerio Fiscal
que aun cuando el Auto de archivo de las actuaciones
pudiera haber sido procesalmente incorrecto al dictarse
sin audiencia de la hoy demandante, tras la renuncia
de los perjudicados resarcidos, no existió indefensión
con relevancia constitucional, pues la quejosa pudo
hacer valer sus pretensiones y obtuvo una respuesta
motivada y razonada a las mismas de los órganos judi-
ciales; aunque pudiere ser ésta discutible desde el punto
de vista de la legalidad ordinaria, no puede ser objeto
de revisión en una Sentencia de amparo. Por último,
añade que, aun cuando se otorgare el amparo y se diere
a la demandante la oportunidad de exponer oralmente
en el acto de la vista las razones en las que funda su
derecho, además de estar ya suficientemente expuestas
por escrito, resultaría probable que la respuesta judicial
fuere la misma, por entender que no tendría incidencia
en el juicio de faltas una eventual nulidad de la des-
heredación hecha por el esposo, que no vincula a la
justicia penal.

14. La representación procesal de la quejosa,
mediante escrito presentado en este Tribunal el 30 de
noviembre de 1999, da por reproducidas todas las ale-
gaciones efectuadas en sus anteriores escritos y acom-
paña copia de las Sentencias dictadas en juicio decla-
rativo ordinario de menor cuantía, ya firmes, que declaran
nulas y dejan sin efecto la desheredación de doña Cons-
tantina Barrio Cárcamo, efectuada por su esposo.

15. Por providencia de 25 de enero de 2001, se
señaló para deliberación de la presente Sentencia el
día 29 de enero de 2001, en el que se inició el trámite
y que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
el Auto dictado por el Juzgado de Instrucción núm. 6
de Logroño, de 20 de junio de 1997, confirmado por
el de 30 de julio de 1997 del mismo Juzgado, y por

el de 9 de diciembre siguiente, dictado por la Audiencia
Provincial de La Rioja al resolver la apelación formulada
por la ahora quejosa. Mediante dichas resoluciones se
acordó el archivo de las actuaciones del juicio de faltas,
en virtud de la renuncia de los perjudicados por el falle-
cimiento de don Fernando Martínez Pérez.

En la demanda se solicita el otorgamiento del amparo
y se reprocha a aquellos Autos la vulneración del
art. 24.1 CE, por considerar que tal archivo resultaba
improcedente, pues la hoy recurrente se hallaba per-
sonada en tiempo y legal forma como perjudicada, había
formulado denuncia expresa y había sido aceptada dicha
personación, sin que en ningún momento hubiere renun-
ciado a las acciones que le correspondían. En conse-
cuencia, se interesa la anulación de los Autos impug-
nados y que se acuerde la continuación del juicio de
faltas hasta su resolución por Sentencia, previa la cele-
bración de la vista oral, único acto procesal previsto legal-
mente para efectuar las alegaciones pertinentes en
defensa de sus derechos, en el referido procedimiento
penal. En definitiva, se denuncia que el cierre anticipado
del proceso penal produjo a la quejosa una indefensión
con relevancia constitucional, extremo éste que niega
el Ministerio Fiscal, el cual se opone al otorgamiento
del amparo.

Se alega igualmente vulneración del derecho a la tute-
la judicial efectiva imputable a la Audiencia Provincial
de La Rioja, por efectuar una interpretación de la Ley
30/1995 no conforme con la Constitución ni con el
sentido más favorable para la efectividad de su derecho
de acceso a la jurisdicción.

2. Planteado así el recurso de amparo, hemos de
recordar que este Tribunal Constitucional tiene estable-
cido que el ejercicio de la acción penal no comporta
un derecho incondicionado a la apertura y plena subs-
tanciación del proceso, sino sólo a un pronunciamiento
motivado del Juez sobre la calificación jurídica que le
merecen los hechos, en la que indudablemente cabe
la consideración de su irrelevancia penal y la denegación
de la tramitación del proceso, o su terminación antici-
pada según las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal (STC 191/1989, de 16 de noviembre, FJ 2),
expresando, en su caso, las razones por las que inadmite
la tramitación (STC 148/1987, de 29 de septiembre,
FJ 2), por lo que tampoco se garantiza el éxito de la
pretensión punitiva de quien la ejercita, ni obliga al Esta-
do, titular del ius puniendi, a imponer sanciones penales
en todo caso, con independencia de que concurra o
no alguna causa de extinción de la responsabilidad penal
(STC 83/1989, de 10 de mayo, FJ 2); en tal sentido,
como hemos declarado recientemente, no forma parte
de los derechos fundamentales sustantivos el derecho
de acción penal (STC 21/2000, de 31 de enero, FJ
2). O sea, que no puede confundirse el derecho a la
jurisdicción penal para instar la aplicación del ius punien-
di, que forma parte del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva, con el derecho material a penar, de
exclusiva naturaleza pública y cuya titularidad corres-
ponde al Estado (STC 157/1990, de 18 de octubre,
FJ 4).

Dicho con otras palabras: «El particular no tiene un
derecho fundamental constitucionalmente protegido a
la condena penal de otra persona (SSTC 157/1990, de
18 de octubre, FJ 4; 31/1996, de 27 de febrero, FJ
10;77/1996, de 11 de noviembre, FJ 11; 199/1996,
de 3 de diciembre, FJ 5; 41/1997, de 10 de marzo,
FJ 7; 74/1997, de 21 de abril, FJ 5; 116/1997, de
23 de junio, FJ 5; 218/1997, de 4 de diciembre, FJ
2; 67/1998, de 18 de marzo, FJ 2; 138/1999, de 22
de julio, FJ 5); sino que a la víctima del delito le asiste
el ius ut procedatur, es decir, el derecho a poner en
marcha un proceso, substanciado de conformidad con
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las reglas del proceso justo, en el que pueda obtener
una respuesta razonable y fundada en Derecho (por
todas STC 218/1997, FJ 2, en sentido similar 41/1997,
FJ 5)» (STC 120/ 2000, de 10 de mayo, FJ 4).

Finalmente, este Tribunal Constitucional admite la lici-
tud de la obtención de la indemnización civil a través
del procedimiento penal, siempre que el sistema jurídico
lo posibilite en atención a criterios de eficacia y fun-
cionalidad de la Justicia que no cabe considerar arbi-
trarios (STC 120/2000, FJ 3), si bien el conocimiento
de la acción civil, dentro del proceso penal, tiene carácter
eventual, por estar condicionada a la existencia de res-
ponsabilidad penal; no es una exigencia constitucional
que el derecho material penal y el correspondiente pro-
ceso penal se articulen exclusivamente para asegurar
el resarcimiento civil de las víctimas de actos culposos
(STC 157/1990, FJ 4).

3. En el caso presente, además de que hipotética-
mente pudiera plantearse si el recurrente debió impugnar
en amparo el Auto de 26 de marzo de 1997 en el que
se declaraba, a efectos cautelares, que los perjudicados
y beneficiarios de la indemnización eran los hermanos
del fallecido, lo relevante es que los órganos de la justicia
penal apreciaron la falta de un requisito de procedibi-
lidad, que la norma penal exige (art. 621.6 CP), al no
existir un interés público suficiente para la persecución
del hecho. Se negó a la hoy demandante, tras efectuar
una ponderación de las circunstancias concurrentes fun-
dada en una serie de datos objetivos obrantes en la
causa, la condición de agraviada u ofendida por el hecho
sancionable penalmente; estimaron que el proceso penal
no debía proseguir.

Conforme a la jurisprudencia constitucional citada,
no puede considerarse contrario a los principios y reglas
del proceso justo su cierre o terminación mediante una
resolución motivada y fundada en una causa prevista
legalmente, verbigracia la inexistencia de una condición
de perseguibilidad, como, a sensu contrario, dispone el
art. 963 LECrim: «Del mismo modo dispondrá la cele-
bración del juicio verbal, pero sin convocar al Fiscal, cuan-
do la falta sólo pueda perseguirse a instancia de parte
legítima y ésta solicite la represión». La hoy demandante
de amparo tuvo oportunidad de alegar lo que estimó
conveniente al respecto. El Ministerio Fiscal afirma que,
aun cuando resulta procesalmente incorrecto el Auto
de archivo sin previa audiencia de la demandante, por
la simple renuncia de los perjudicados resarcidos, en
este caso concreto no existió indefensión alguna para
la quejosa, la cual pudo desplegar sus argumentos en
orden a la pretensión de fondo, oponiéndose posterior-
mente a la decisión.

La demandante, efectivamente, formuló recurso de
reforma y subsidiario de apelación oponiéndose al archi-
vo del procedimiento y obtuvo sendas respuestas fun-
dadas sobre el fondo de dicha pretensión, las resolu-
ciones aquí impugnadas. El Juez instructor, mediante
Auto de 26 de marzo de 1997, resolución dictada con
anterioridad al Auto de archivo y que no fue recurrida
por la hoy quejosa, declaraba ya beneficiarios de la
indemnización, cuyo importe consignó la compañía ase-
guradora, a los hermanos del fallecido y únicos perju-
dicados por la muerte de don Fernando Martínez Pérez,
pues todos los hermanos, salvo uno de ellos, eran los
que convivían con él, excluyendo de la misma a doña
Constantina Barrio Cárcamo. La resolución de archivo
por renuncia de aquéllos resultaba formalmente correcta.

Según nuestra jurisprudencia, no genera por sí misma
indefensión la estimación de una causa extintiva de la
responsabilidad criminal que impide resolver la recla-
mación civil en el proceso penal y hace necesario plan-
tear la reclamación civil ante los tribunales ordinarios.
Los inconvenientes que de ello puedan derivarse para

la víctima resultarían de la regulación del proceso civil,
pero ello no puede ser razón suficiente para condicionar
una política criminal determinada, o partir de una pre-
sunta prevalencia del proceso penal para satisfacer pre-
tensiones resarcitorias civiles y admitir que la sanción
penal, en caso de falta, es sólo un elemento accesorio,
aunque punto de anclaje necesario, a fin de obtener,
en la más rápida y económica vía penal, el resarcimiento
de la víctima (STC 157/1990, de 18 de octubre, FJ 4).

4. La demandante discrepa del razonamiento con-
tenido en las resoluciones impugnadas, y en concreto
en el Auto de la Audiencia Provincial, por el que se le
niega la legitimación para ser parte en el juicio de faltas,
apoyándose, según se afirma en la demanda, en un
entendimiento de lo dispuesto en la Ley 30/1995 con-
trario a la Constitución, al equiparar los efectos de una
separación legal a la separación de hecho. Tal interpre-
tación incide negativamente en su ius ut procedatur.

Ahora bien, el modo en que deba interpretarse o apli-
carse la legalidad ordinaria constituye una cuestión que
no corresponde revisar, en vía de amparo, al Tribunal
Constitucional, siempre que ello no incida en el contenido
esencial de un derecho fundamental distinto del derecho
a obtener una resolución fundada en Derecho o, más
en general, el derecho a la tutela judicial efectiva; pues,
de otra manera, quedaría convertido en una instancia
casacional destinada a velar por la corrección interna
de la interpretación que los Jueces hagan de la legalidad
ordinaria (por todas, SSTC 24/1990, de 15 de febrero,
FJ 4; 146/1990, de 1 de octubre, FJ 2, y 351/1993,
de 29 de noviembre, FJ 4). Y, en concreto, hemos afir-
mado que no tiene, en principio, transcendencia cons-
titucional determinar si una persona debe ser conside-
rada ofendida por el delito; ésta es una cuestión de mera
legalidad, cuya determinación corresponde realizar a los
Tribunales ordinarios, a no ser que la resolución judicial
denegatoria de la legitimación se manifieste arbitraria
o notoriamente irrazonable (STC 34/1994, de 31 de
enero, FJ 3, por todas).

De acuerdo con esta doctrina, no nos corresponde
determinar aquí el sentido o alcance de los términos
«ofendida» o «agraviada», empleados en la norma de
carácter penal aplicada, por ser ésta una función que
constitucionalmente tienen atribuida los órganos de la
justicia penal, ni tampoco precisar el concepto de
«perjudicada».

Pero resulta evidente que tanto el Juez como la
Audiencia, en las resoluciones que aquí se impugnan
y frente a lo que se afirma en la demanda, no efectúan
una interpretación restrictiva de una norma favorable
al derecho de acceso a la jurisdicción. Lo que los órganos
judiciales apreciaron fue, de una parte, que de las cir-
cunstancias concurrentes no se derivaba agravio u ofen-
sa para la quejosa por la muerte del que fuera su esposo,
pese a la existencia del vínculo conyugal, a fin de poder
ejercitar una acción penal contra el presunto culpable,
y esto por las razones que se exponen en la fundamen-
tación jurídica de las citadas resoluciones: la falta de
convivencia con el fallecido en los últimos treinta o cua-
renta años, el dato según el cual el hijo común del matri-
monio permaneció con el padre, el hecho de que el espo-
so instare contra su mujer un procedimiento civil de
incapacidad para suceder al hijo común por causa de
indignidad, las disposiciones de última voluntad en el
testamento otorgado por el marido ante Notario; extre-
mos que se acreditaron a través de las actuaciones del
procedimiento, en especial la documentación aportada
por la propia demandante.

Se deduce de tal razonamiento judicial cuál fue el
sustento de la denegación de la condición de ofendida
o agraviada. Tal decisión, en lo que se refiere a la dene-
gación de legitimación para el ejercicio de la acción
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penal, no puede ser tachada de irrazonable o arbitraria
o vulneradora de un derecho fundamental.

En lo que se refiere a la denegación de su condición
de perjudicada, además de lo expuesto, no alegó la
demandante ninguna circunstancia en la que pudiere
sustentar tal condición ni la alega ahora en este recurso,
de modo que pudiere deducirse la arbitrariedad o irra-
cionalidad de la decisión judicial.

En conclusión, los Autos aquí impugnados satisfacen
las exigencias del art. 24.1 CE, pues exponen motiva-
damente la razón impeditiva del ius ut procedatur ejer-
citado por la demandante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Valentín Barrio
Cárcamo, en su condición de tutor legal de su hermana
doña Constantina Barrio Cárcamo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de julio de dos mil uno.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

15937 Pleno. Sentencia 164/2001, de 11 de julio
de 2001. Recursos de inconstitucionalidad
3004/98, y 3182/98 (acumulados). Promo-
vidos por el Parlamento de Navarra; ochenta
y cuatro Diputados de los Grupos Parlamen-
tarios Socialista, Federal de Izquierda Unida
y Mixto, y el Consejo de Gobierno de la Junta
de Extremadura contra la Ley de las Cortes
Generales 6/1998, de 13 de abril, sobre régi-
men del suelo y valoraciones.

Competencias en materia de urbanismo y
derecho de propiedad; planeamiento general
y de desarrollo; acción pública y participación
privada; reparto de beneficios y cargas deri-
vados del planeamiento; participación pública
e información urbanística; clasificación del
suelo; facultades y deberes urbanísticos de
los propietarios de suelo; consolidación del
suelo urbano; cesiones de aprovechamiento;
derecho de consulta; autorización de usos y
obras de carácter provisional o de interés
público; valoración de los terrenos; expropia-
ciones urbanísticas; derecho de reversión;
indemnizaciones; Ceuta y Melilla; territorios
insulares; Disposiciones transitorias. Nulidad
parcial e interpretación de la Ley. Voto par-
ticular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Carles Viver
Pi-Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga

y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido
Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de inconstitucionalidad acumulados
núms. 3004/98, 3144/98 y 3182/98, interpuestos res-
pectivamente por el Parlamento de Navarra; ochenta y
cuatro Diputados de los Grupos Parlamentarios Socia-
lista, Federal de Izquierda Unida y Mixto, y el Consejo
de Gobierno de la Junta de Extremadura. Los tres recur-
sos acumulados se dirigen contra la Ley de las Cortes
Generales 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del
Suelo y Valoraciones. Ha sido parte el Abogado del Esta-
do y Ponente el Magistrado don Fernando Garrido Falla,
quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. En fecha 2 de julio de 1998 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal escrito del Letrado Mayor
del Parlamento de Navarra por el que, en el ámbito de
su representación, interponía recurso de inconstitucio-
nalidad contra los artículos 4, 8, 9, 10, 11, 14, 15, 16,
17, 18, 20.1, segundo párrafo; 27, 28; disposición tran-
sitoria 1.b), último párrafo; disposición transitoria 2; dis-
posición transitoria 3; disposición transitoria 4, y dis-
posición final única de la Ley de las Cortes Generales
6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valo-
raciones (a partir de aquí, LRSV). Más adelante se da
cuenta, en estos antecedentes, de los argumentos gene-
rales y específicos en que se funda la impugnación de
los anteriores preceptos. Al recurso interpuesto se dio
la tramitación que sigue:

a) Por providencia de la Sección Tercera, de 21 de
julio de 1998, se acordó admitir a trámite el presente
recurso de inconstitucionalidad; asimismo se acordó dar
traslado de la demanda y documentos presentados, con-
forme a lo establecido en el art. 34 LOTC, al Congreso
de los Diputados y al Senado, por conducto de sus Pre-
sidentes, y al Gobierno, por conducto del Ministerio de
Justicia, a fin de que en plazo de quince días pudieran
personarse en el proceso y formular las alegaciones que
considerasen convenientes. Por último, se ordenó publi-
car la iniciación del procedimiento en el «Boletín Oficial
del Estado».

b) El Abogado del Estado, por escrito registrado en
este Tribunal el 2 de septiembre de 1998, se personó
en este proceso y solicitó ampliación del plazo para for-
mular alegaciones. Concedido nuevo plazo en providen-
cia de la Sección Tercera, de 9 de septiembre de 1998,
el escrito de alegaciones del Abogado del Estado final-
mente accedió al registro de este Tribunal el 18 de sep-
tiembre de 1998. Contesta el Abogado del Estado, en
su escrito de alegaciones, a todos los reproches de
inconstitucionalidad formulados por el Letrado Mayor
del Parlamento de Navarra y concluye solicitando la
desestimación del recurso en su integridad.

c) Mediante escrito fechado el 16 de septiembre
de 1998, el Presidente del Congreso de los Diputados
comunicó al Tribunal que la Cámara no se personaría
en el procedimiento, ni formularía alegaciones, poniendo
a disposición del Tribunal las actuaciones que pudiera
precisar.


